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1.- VISTOS 

Desata la Sala el  recurso de apelación interpuesto por el abogado defensor del señor JUAN CARLOS PERALTA CARRASQUILLA, contra el auto interlocutorio proferido el treinta (30) de abril del presente año por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual se negó la solicitud de sustituir la pena de prisión intramural. 
2.- PROVIDENCIA 

El señor JUAN CARLOS PERALTA CARRASQUILLA  fue condenado por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad, a la pena principal de 15 meses de prisión y multa de 12 salarios mínimos legales mensuales vigentes como autor responsable de la conducta punible de porte de estupefacientes.

Como quiera que la sentencia antes referenciada se encuentra debidamente ejecutoriada, las diligencias fueron remitidas a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta localidad, a efectos de que se realizara la vigilancia de la pena impuesta. 
Correspondió esa vigilancia al Juez Segundo, autoridad ante quien se hizo la solicitud de sustitución de la ejecución de la pena, de conformidad con lo reglado por el artículo 461 en armonía con el 314 de la ley 906 de 2004, a cuyo efecto se resolvió no acceder a la petición en atención a que la causal primera del artículo 314 opera exclusivamente respecto de la medida de aseguramiento de detención preventiva, en tanto que para su imposición debe atenderse a una finalidad específica; es decir, que su contenido sólo es aplicable dentro del proceso y no la pena que se impone en la sentencia. 
Para sustentar su posición, el juez de instancia hizo referencia, entre otras providencias, a la casación penal del diecinueve (19) de octubre de 2006, radicación 25724, M.P. Álvaro Orlando Pérez Pinzón; por medio de la cual se explicitó con suficiente claridad, la diferencia entre la detención preventiva domiciliaria como medida de aseguramiento y la prisión domiciliaria como pena de prisión una vez proferida la sentencia condenatoria.
3.-  RECURSO

Una vez conocida la decisión, el defensor interpuso recurso de apelación en el que manifestó su descontento, porque -según su criterio- el Juez dio una interpretación equivocada al contenido de la solicitud, razón por la cual pide de esta Colegiatura realizar un análisis más detenido de las diligencias.
4.- Para resolver, SE CONSIDERA

Es competente la Sala para pronunciarse en segunda instancia respecto del auto interlocutorio proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, al que se contrae la alzada, de conformidad con la facultad concedida en el artículo 80 de la Ley 600 de 2000 -código de procedimiento penal que regula el presente trámite-.

Respecto al caso concreto, observa el Tribunal que la apelación interpuesta por la defensa del señor PERALTA CARRASQUILLA presenta confusiones que generan dudas sobre el objeto principal que se persigue; ello por cuanto no es clara la institución que pretende se conceda a su protegido. 
Lo anterior se afirma, porque de manera equivocada se argumentó en el numeral tercero de la impugnación, que lo solicitado en la petición inicial fue la sustitución de la ejecución de la pena a voces de los artículos 461 del C.P.P., el cual remite -según el recurrente- al artículo 38 del Código Penal, bajo el entendido de estar cumplidos todos los requisitos y porque además se había ofrecido garantizar la medida mediante caución.  
En el numeral cuarto vuelve la misma confusión cuando se manifiesta: “la solicitud tiene un objeto completamente definido y es la Suspensión de la Ejecución de la Pena, prescrita en la norma penal del artículo 38…”, pero a renglón seguido al finalizar su escrito pide que se revoque la decisión adoptada en el auto del treinta (30) de abril de 2009 y “se conceda la prisión domiciliaria como sustituta de la prisión, objetivo de la solicitud”. Nótese la evidente mezcla indebida de dos instituciones que tienen causales y fines totalmente diversos (el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena vs. el sustituto de la prisión domiciliaria).   
Frente a una solicitud en esos términos, pueden pensarse tres cosas: (i) que el peticionario hace referencia única y exclusiva a la aplicación de una “sustitución” por la vía del artículo 38 del C.P.; (ii) que está solicitando dar trámite al instituto de la “sustitución” por la vía del artículo 461 de la ley 906 de 2004, el cual remite al artículo 314 ibídem; y (iii) que pretende la concesión del “subrogado” de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, bajo el rubro del artículo 63 del Código Penal. Es decir, tres situaciones incompatibles entre sí.
La confusión en la que incurre el profesional que ostenta la defensa del señor JUAN CARLOS PERALTA CARRASQUILLA, cuando en su solicitud fusiona la prisión domiciliaria consagrada en el artículo 38 del C.P., con la sustitución de la pena a la que hace referencia el artículo 461 del C.P.P. que a su vez –según él- remite al artículo 314, y con el subrogado de la condena de ejecución condicional, no puede admitirse toda vez que se trata de instituciones completamente diferentes, creadas por el legislador para ser usadas en situaciones distintas. 

El a quo, actuando acorde con la solicitud presentada ante el despacho, entendió que lo que se pretendía era el otorgamiento al condenado del beneficio de la “sustitución” de la ejecución de la pena consagrada en el artículo 461 de la ley 906 de 2004, en armonía con el artículo 314 numeral 1º. En consecuencia, al advertir que no era posible en el sub examine dar aplicación al numeral 1º del artículo 461, el cual únicamente procedía durante el trámite del proceso -excluida la sentencia-, negó la solicitud sin realizar valoración diferente.     

Y lo resulto por el juez a quo en verdad tiene sentido, en atención a que el tema de las diferencias existentes entre la prisión domiciliaria y la sustitución de la pena no ha sido pasivo, dado que al respecto existen múltiples pronunciamientos en los que la H. Corte Suprema de Justicia ha precisado los alcances de cada una de ellas y la imposibilidad de integrarlas en un sólo cuerpo. 
Sobre ese particular punto, la casación penal 25724 del diecinueve (19) de octubre de dos mil seis (2006) -citada por el juez a quo-, en otro de sus apartes expresó:      

“[…] La prisión domiciliaria aparece en el artículo 58 del Código Penal, conformante del capitulo I –De las penas, sus clases y efectos-, del título IV –De las consecuencias jurídicas de la conducta punible-, de libro I del Código Penal –parte general-. Es claro, entonces, que cada uno de esos institutos posee su propio ámbito y contenido.

La detención domiciliaria tiene que ver con el recurso del proceso; la prisión domiciliaria, con el proferimiento del fallo, y la sustitución de la pena, con la efectividad corporal de esta. 

Se trata, entonces, de fenómenos jurídicos bien diversos, que cumplen funciones en diferentes momentos de la actuación procesal. Los requisitos, así, son particulares para cada una de ellas, lo que implica que no puede haber incompatibilidad de la normativa de los primeros, o de algunos de ellos, con el tercero. En casos como este, desde el punto de vista estructural y desde el punto de vista temático, no es posible afirmar, entonces, que una norma modifique, subrogue, abrogue o derogue otra. La sustitución de la pena por tanto, no tiene el mismo escenario procesal ni la misma sustancia que la detención domiciliaria, ni que la prisión domiciliaria…”  

Pero además, se extracta del estudio de las diligencias que la aludida confusión surge a partir del escrito de impugnación, porque en la petición inicial que se presentó ante el Juez de ejecución de Penas, se hace referencia única y exclusivamente a la figura contemplada en el artículo 461 de la ley 906; esto es, a la suspensión de la ejecución de la pena, de tal manera que en la alzada se plantea un debate diferente al que fue propuesto ante el juez de primera instancia, y por ello tampoco habría lugar a modificar la decisión de primer grado. 
Al margen de lo dicho, nada se adujo acerca de los presupuestos para la concesión de la “prisión domiciliaria” -artículo 38 C.P.-, y obviamente ningún estudio de esos requisitos se realizó por parte de la primera instancia, situación que es apenas justificable toda vez que como ya se dijo, la petición inicial sólo mencionó lo atinente al artículo 461 de la ley 906 de 2004 ejusdem. Por ello, el Tribunal se ve imposibilitado para hacer un pronunciamiento en esa dirección ante la necesidad de preservar la garantía de la doble instancia.

Así las cosas, y como quiera que la decisión que se revisa consulta la normatividad vigente en esta materia, hay lugar a su confirmación

5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, objeto de alzada. 

CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

LEONEL ROGELES MORENO
La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
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